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Estudios recientes sobre el derecho a la consulta previa en México y otros países 

de Latinoamérica indican que éste no ha contribuido a que los grupos indí-

genas participen de manera significativa en la toma de decisiones sobre el uso 

de sus tierras y recursos naturales. Debido a que los gobiernos no consultan 

o lo hacen de manera defectuosa, algunas organizaciones indígenas han op-

tado por realizar sus propios procesos consultivos. Pero, ¿cómo impactan las 

autoconsultas sobre megaproyectos en territorios indígenas en las decisio-

nes estatales? ¿Qué efectos tienen en el interior de las comunidades indíge-

nas? Aquí se examina el caso de una autoconsulta en el municipio maya de 

Homún, Yucatán, contra una megagranja porcícola; consulta que, si bien no 

es reconocida en el ámbito estatal, tiene efectos positivos en la organización 

política y la administración de recursos naturales en el ámbito local.
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Myths and Realities about Indigenous Self-Consultation in Yucatan: 
The Case of the Mayan Municipality of Homun

Recent studies on the right to prior consultation in Mexico and other Latin 

American countries indicate that it has not contributed to indigenous groups 

achieving meaningful participation in decision-making on the use of their 

lands and natural resources. Because governments do not consult or imple-

ment flawed consultations, some indigenous organizations have chosen to 

carry out their own consultative processes. But, how do self-consultations 

impact state decisions on megaprojects in indigenous territories? What 

effects do they have within indigenous communities? The article examines the 

case of the self-consultation carried out in the Mayan municipality of Homun, 

Yucatan, against a mega pig farm, that shows that although self-consultation 

is not recognized at the state level, it shows positive effects on the political 

organization and administration of natural resources at the local level.
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Introducción

En la última década hemos observado que varios gobiernos en Latinoamérica 
implementaron novedosos mecanismos de participación ciudadana con 

la finalidad de disminuir la creciente conflictividad socioambiental producida 
por la aprobación de megaproyectos mineros, petroleros, hidroeléctricos y eóli-
cos, entre otros. Esto porque, en general, las comunidades locales que habitan los 
territorios en los que estos proyectos se implementan no han sido consideradas en 
la toma de decisiones acerca de su viabilidad o su operación. En la actualidad, los 
gobiernos pretenden subsanar esta omisión por medio de diferentes fórmulas 
institucionales, entre las cuales destacan el derecho a la consulta previa, los pla-
nes de ordenamiento territorial, las manifestaciones de impacto ambiental y las 
evaluaciones de impacto social.

Sin embargo, una amplia gama de estudios ha mostrado los límites de estas nuevas 
instituciones de participación en relación con proyectos que involucran la extrac-
ción industrial de recursos naturales. Diversas autoras han cuestionado la capacidad 
de los nuevos mecanismos participativos para empoderar en forma efectiva a los 
grupos sociales tradicionalmente marginados (Leifsen et al., 2018; Guarneros-
Meza, 2019). En el caso de las poblaciones indígenas, que se caracterizan por 
ser de los grupos más vulnerables y con mayores impactos en sus ecosistemas y 
formas de vida, el panorama no es alentador. El derecho a la consulta previa, libre 
e informada, reconocido internacionalmente hace más de tres décadas —desde 
1989—, continúa siendo demandado por organizaciones indígenas y sus aliados  
de la sociedad civil en todo el mundo, con la expectativa de que las voces indígenas 
sean oídas por los gobiernos (Cárdenas y Baquero, 2016). No obstante, los procesos 
consultivos, tal como vienen siendo aplicados, no han servido para que estas pobla-
ciones puedan incorporar transformaciones sustanciales en las políticas extractivas 
que afectan sus tierras. Las investigaciones sobre los resultados de la implementa-
ción de la consulta previa en varios países de Latinoamérica demuestran que en 
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ningún caso estas consultas han servido para que 
los grupos consultados veten proyectos que puedan 
resultar insostenibles en términos socioambienta-
les (Torres, 2019; Guarneros-Meza y Zaremberg, 
2019).

Recientemente, un estudio realizado por la Fa- 
cultad Latinoamericana de Ciencias Sociales en 
México y la De Montfort University, sobre la calidad 
de la participación en conflictos socioambientales en 
México durante el periodo 2017-2020, ha arrojado 
que aquellos mecanismos participativos cuya aplica-
ción se organiza dentro del ámbito de las comunidades 
tendrían un impacto positivo en la posibilidad de que 
estas poblaciones suspendan o cancelen proyectos no 
deseados (Flores, Roo y Zaremberg, 2020).1 Entre 
estos mecanismos se consideraron las asambleas eji-
dales y comunales, las asambleas consuetudinarias, 

las asambleas intercomunitarias y las autoconsultas. 
Estos hallazgos dejan ver que, a diferencia de las de-
más figuras, únicamente la autoconsulta surge hace 
muy poco tiempo en México, a partir de la amenaza 
que representan los megaproyectos para las tierras 
comunales habitadas por población indígena. En este 
sentido, constituye una innovación participativa que, 
a diferencia de la consulta previa, se aplica “desde 
abajo”.

Con el espíritu de profundizar en el estudio 
de las innovaciones participativas en el marco de los 
conflictos por el control de los recursos naturales, se 
plantean las preguntas que guían este trabajo: ¿cómo 

ZuyuaT en Wikimedia Commons  Plantío de henequén en las cercanías de Ake, Yucatán, México.

1	 En esta investigación me enfoco en las alternativas partici-
pativas diseñadas para el uso de comunidades indígenas.
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impactan las autoconsultas en las decisiones estata-
les sobre megaproyectos en territorios indígenas? 
¿Qué efectos tienen en el interior de las comuni-
dades indígenas? Por medio del estudio de caso del 
municipio de Homún, Yucatán, esta investigación 
encuentra que, aunque la autoconsulta no es reco-
nocida en el ámbito estatal por los responsables de 
tomar decisiones, en el ámbito local tiene efectos 
positivos en la organización y toma de decisiones 
sobre el uso de recursos naturales.

Las fallas de la consulta previa y el surgimiento 
de la autoconsulta

Diversas normas internacionales, entre las que des-
tacan el Convenio 169 de la Organización Interna-
cional del Trabajo (oit), de 1989 y la Declaración 
de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas, de 2007 (oit, 2014), así como 
la Declaración Americana sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas, de 2016 (oea, 2016), reconocen 
un conjunto de derechos específicos de los pueblos 
indígenas en todo el mundo poscolonial. Dentro 
de la amplia gama de derechos políticos, culturales, 
sociales y económicos, los derechos de las poblacio-
nes originarias a la libre determinación y autonomía 
territorial ocupan un lugar central (Martínez, Juan-
Martínez y Hernández, 2018).

Al amparo del artículo 6 del Convenio 169 
de la oit, las poblaciones indígenas reclaman a sus 
gobiernos su derecho a ser consultadas en forma 
apropiada antes de adoptar cualquier decisión que 
pudiera afectar sus territorios y formas de vida. En 
este sentido, el derecho a la consulta previa cons-
tituye un derecho procedimental que tiene como 
finalidad última proteger derechos sustantivos de 
los pueblos indígenas, como la autonomía territo-
rial y el control de sus recursos naturales (Gómez, 
2013). Transcurrieron más de dos décadas en las 
que los gobiernos latinoamericanos ignoraron sus 

compromisos internacionales en relación con los 
derechos indígenas.2 Sin embargo, gracias al expan-
sivo reconocimiento de estos derechos y el respaldo 
de la comunidad internacional, el incumplimiento 
sistemático de la consulta previa ha servido para 
que aquellos pueblos indígenas que han podido 
judicializar sus demandas hayan obteniendo pro-
nunciamientos favorables en las cortes de justicia de 
México y otros países, las cuales han ordenado la 
detención de los proyectos que no cumplen con esta 
norma (Rodríguez, 2016).

Debido al avance organizativo de los movi-
mientos indígenas, que alcanzó niveles significativos 
de influencia política en Sudamérica a mediados de 
los años 2000,3 y la presión de los organismos defen-
sores de los derechos humanos, diferentes gobier-
nos de la región comenzaron hace ya varios años 
la aplicación de estos procesos consultivos. En la 
actualidad, Latinoamérica tiene el mayor desarrollo 
legislativo del Convenio 169 de la oit (Fundación 
para el Debido Proceso, 2015) y las consultas pre-
vias forman parte de la agenda política de varios 
países, entre los que figuran Ecuador, Bolivia, Perú, 
Colombia, y más recientemente, México.

No obstante, existe una visible insatisfacción 
con los resultados de la implementación de este de-
recho en varios sectores indígenas y entre sus aliados 
de las organizaciones de la sociedad civil que velan 
por el cumplimiento de los derechos humanos y 
la defensa del medio ambiente (Fundación para el 

2	 Desde 2011, el artículo 1 de la Constitución mexicana reco-
noce que los derechos humanos tienen rango constitucional 
y se interpretan de acuerdo con los tratados internaciona-
les (Secretaría de Gobernación, 2014). México suscribió el 
Convenio 169 de la oit en 1990 (Lucero, 2013). Sin embargo, 
a la fecha no se han implementado las medidas pertinen-
tes para su cumplimiento.

3	 Por ejemplo, Evo Morales (2006-2019), en Bolivia, y Rafael 
Correa (2007-2017), en Ecuador, reconocieron la consulta 
previa en las nuevas constituciones de estos dos países.
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Debido Proceso, 2017). Sobre la consulta previa en 
México, el último reporte de Fundar, Centro de 
Análisis e Investigación, indica que los gobiernos 
violan el carácter previo de las consultas, las aplican 
en contextos en los que se criminaliza la protesta so-
cioambiental y no proporcionan información ade-
cuada a los grupos consultados, además de violar el 
principio de buena fe que debe guiar estos procesos 
(Gutiérrez y Del Pozo, 2019).4

En la misma línea, diversos estudios sobre los 
resultados de las consultas previas en Latinoamé-
rica revelan que en dos de las industrias ecológica-
mente más controversiales —como la minería y los 
hidrocarburos— todas las consultas desembocan en 
la aprobación de los proyectos (Zaremberg y To-
rres, 2018). Una de las razones que explicarían este 
hecho es que las agencias estatales no conceden 
tiempo suficiente para que las comunidades pro-
cesen la información y deliberen sobre la medida 
sujeta a consulta, con lo cual este instrumento se 
transforma en una serie de reglas procedimentales 
para “escuchar” las preocupaciones de las comu-
nidades, sin que ello implique un compromiso real 
de trasladar estas preocupaciones a la política estatal 
(Merino, 2018). Esto ha llevado a que muchas organi-
zaciones de la sociedad civil vean en la consulta previa 
un mecanismo de “compra” de líderes indígenas que 
sirve para validar la desposesión territorial y no para 
promover la participación indígena en las políticas 
públicas que podrían afectarles (Xantomila, 2017). 
Más grave aún es que existen estudios que docu-
mentan las profundas divisiones que se producen en 
el interior de las comunidades, e incluso la violencia 
entre sus miembros, como resultado de las consultas 
organizadas por el Estado (Rodríguez, 2011).

A pesar de las fallas y limitaciones de los pro-
cesos consultivos, para muchos pueblos la consulta 
previa continúa siendo un mecanismo para defender 
sus territorios (Gómez, 2016). No obstante, en los 
últimos tiempos algunas comunidades indígenas y 
organizaciones de la sociedad civil han cuestionado 

la autoridad del Estado para realizar las consultas y 
reivindican el derecho de las comunidades a consul-
tarse ellas mismas. Mediante esta toma de decisio-
nes en el ámbito local, los grupos organizadores de 
las autoconsultas pretenden proteger los intereses 
territoriales de los pueblos indígenas y afirmar su 
derecho a la autodeterminación territorial.

EL SURGIMIENTO DE LA AUTOCONSULTA  

INDÍGENA EN MÉXICO

Con los años, el desencanto con la consulta previa se 
ha expandido a varios estados de la República mexi-
cana. En marzo de 2017, en el norte de Chiapas, la 
Secretaría de Energía (Sener) comenzó un proceso 
de consulta con el pueblo zoque, sobre un pro-
yecto de explotación de hidrocarburos en sus tie-
rras, pero debido a la oposición de la población y el 
potencial de violencia que engendraban las reunio-
nes de consulta, los funcionarios de la Sener deci-
dieron suspenderla por un lapso indefinido: “vimos 
que no había condiciones para continuar la consulta 
y recomendamos al gobierno excluir las áreas 10 y 11 
de la licitación de bloques de hidrocarburos que se su-
perponen con las tierras del pueblo zoque” (entrevista 
con ex funcionario de la Sener, Ciudad de México, 
agosto de 2018).

En este caso, de manera simultánea a la sus-
pensión de la consulta, las comunidades indíge-
nas de Francisco León, Ixtacomitán, Tecpatán y 
Chapultenango comenzaron sus propias auto-
consultas con la finalidad de prohibir proyectos 
extractivos. Cruzando los límites de sus fronteras 
comunitarias, estas comunidades han entregado sus 
actas de consulta a diversas autoridades federales a 

4	 Los ambientalistas latinoamericanos asesinados son ma-
yormente miembros de poblaciones indígenas (Global Wit-
ness, 2018).
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fin de informarles de su decisión (Pozol Colectivo, 
2017; Alianza Mexicana contra el Fracking, 2017). 
De manera similar, en Guerrero, en un encuentro 
nacional contra la minería celebrado en octubre de 
2017, los representantes indígenas llamaron a la au-
toconsulta como respuesta a las consultas engañosas 
del gobierno (La Coperacha, 2017).

Un mes después, un grupo de organizaciones 
indígenas y organizaciones aliadas realizó un foro 
internacional en la Ciudad de México para discutir 
la situación de la consulta previa en Latinoamérica y 
el Caribe. Entre los pronunciamientos más impor-
tantes del encuentro destacó el acuerdo sobre el mal 
uso del derecho a la consulta y la manipulación de lí-
deres indígenas para aprobar proyectos. De acuerdo 
con lo señalado por los líderes asistentes a esta reu-
nión, el objetivo sería desmantelar los sistemas tra-
dicionales de deliberación y toma de decisiones en 
sus territorios. Por tales motivos, los representantes 
señalaron públicamente que la consulta previa reco-
nocida en las normas internacionales no requeriría 
de una legislación nacional que la regulara para su 
efectivo cumplimiento, ya que este derecho podría 
ser ejecutado por las propias comunidades (Fundar, 
2017). La decisión de autoconsultarse fue respal-
dada por las cerca de 40 organizaciones asistentes, 
que demandaron al gobierno respetar los espacios 
indígenas de deliberación y su derecho a definir sus 
prioridades de desarrollo.

De acuerdo con un abogado del Centro 
Mexicano de Derecho Ambiental, las autoconsultas 
son una manifestación del ejercicio indígena de su 
autonomía, pues los grupos indígenas cuentan con 
los medios para consultarse acerca de si aceptan o 
no un proyecto en sus tierras (entrevista, Ciudad 
de México, junio de 2019). Al respecto, una abo-
gada del Centro de Ciencias Jurídicas y Sociales, 
en la Ciudad de México, señala que aun cuando no 
existe consenso acerca de la naturaleza autoejecutiva 
del derecho a la consulta previa, las autoconsultas 
podrían ser instrumentos válidos para garantizar los 

derechos indígenas, sin que esto significara eximir 
al Estado de su obligación de consultar (entrevista, 
julio de 2019).

Por su parte, otro abogado defensor de los de-
rechos indígenas, en Mérida, explica lo siguiente: 
“hemos seguido diferentes estrategias legales, tales 
como usar las leyes agrarias o los amparos con el fin 
de detener proyectos que no hayan sido consulta-
dos. Sin embargo, ahora estamos apostándole a la 
autoconsulta y estamos luchando para que los jueces 
reconozcan las decisiones de los pueblos” (entre-
vista, agosto de 2019).

Estos testimonios sugieren que la vía autocon-
sultiva se activa con la intención de vetar proyec-
tos en territorios indígenas, pues justo esto es lo 
que la consulta previa no habilita. El entusiasmo 
de algunos de los activistas que han acompañado 
los procesos de defensa de territorios indígenas es 
compartido por un sector de la literatura que inves-
tiga estos novedosos mecanismos de participación 
“desde abajo”. Así, Brant McGee (2009) indica que 
la proliferación de autoconsultas debe ser entendida 
como un proceso democrático de implementación 
del derecho al consentimiento libre, previo e infor-
mado. Sin embargo, a pesar del optimismo que ex-
presan académicos y activistas en torno a esta nueva 
herramienta, es poco lo que sabemos acerca de sus 
efectos político-territoriales en México.

Para ilustrar este aspecto, seleccionamos como 
caso de estudio el municipio de Homún, en Yucatán, 
y su lucha contra la implementación de una mega-
granja porcina en sus tierras. En los últimos 20 años, 
las granjas destinadas a la crianza de cerdos se han 
convertido en una de las industrias más importantes 
de esta entidad, lo que ha provocado un crecimiento 
acelerado de la población porcina en una región con 
alta vulnerabilidad a la descarga de aguas residua-
les, y esto, a su vez, ha agravado los problemas por 
contaminación, especialmente del agua del manto 
freático (Drucker et al., 2003). Si bien los estudios 
sobre conflictos socioambientales se han enfocado 
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en las industrias de minerales e hidrocarburos, la 
literatura especializada considera que todos los pro-
yectos que involucran el uso industrial de recursos 
naturales, como el agua y la tierra, deben ser consi-
derados extractivistas (Svampa, 2019). El presente 
trabajo suscribe esta posición.

Metodología: selección del caso  
y recolección de información

Homún es un municipio maya que alberga cerca 
de 7 000 habitantes y se ubica dentro de la reserva 
geohidrológica del anillo de cenotes, al sureste 
de Mérida, decretada área natural protegida en 
2013. Desde hace una década, aproximadamente, 
los homunenses se dedican con éxito a la indus-
tria ecoturística; sin embargo, en 2016, la empresa 
Producción Alimentaria Porcícola (Papo) fue auto-
rizada por el gobierno del estado para instalar una 
megagranja porcícola en sus tierras. Por considerar 
que el proyecto representaba una amenaza para la 
calidad del agua, diversos sectores se movilizaron 
en su contra. Como parte de la estrategia de opo-
sición, un grupo de habitantes de Homún realizó 
una autoconsulta, reivindicando sus derechos como 
pueblo indígena a decidir sobre la aprobación del 
proyecto. El resultado fue el rechazo de la mayoría 
de participantes —cerca de 800 personas— a la 
megagranja, la cual finalmente fue suspendida por 
orden de un tribunal administrativo. Por estas con-
diciones, Homún representa un caso idóneo para 
observar los efectos de la autoconsulta en procesos 
de disputa por la toma de decisiones en territorios 
indígenas.

Este trabajo se llevó a cabo en el marco de 
la antropología colaborativa y es producto de mi 
acompañamiento del caso como colaboradora ex-
terna para la defensa legal de los sectores de Homún 
que se oponen al megaproyecto. Las técnicas de 
recolección de información incluyen la revisión 

hemerográfica sobre el conflicto desde octubre de 
2017 hasta diciembre de 2019, dos visitas al muni-
cipio de Homún en agosto de 2019 y 15 entrevistas 
a profundidad con los principales actores involucra-
dos en el conflicto —líderes comunitarios, activistas 
de derechos indígenas, empleados del poder judicial 
y funcionarios públicos—, realizadas en Homún, 
Mérida y Ciudad de México. La identidad de las 
personas entrevistadas se mantiene en el anonimato 
para no ponerlas en riesgo, debido a las amenazas a 
sus vidas que afrontan a raíz de la defensa ambiental 
(Global Witness, 2018).

Homún y el conflicto contra una megagranja 
porcícola

Tanto en Homún como en el resto de municipios 
de Yucatán, la movilización social sobre bases étni-
cas ha sido poco significativa en comparación con 
otros estados, como Oaxaca o Chiapas. La industria  
del henequén, también conocida como el “oro 
verde”, predominó en la región hasta mediados del 
siglo xx, provocando que los campesinos indíge-
nas fueran incorporados como trabajadores en dicha 
industria y perdieran así el control sobre su pro-
ducción agrícola. La transformación de campesinos 
en asalariados orientó las demandas de los grupos 
indígenas hacia el ámbito de los derechos laborales, 
en desmedro de las demandas por el control de los 
recursos naturales (Mattiace, 2013).

Homún formó parte de la zona heneque-
nera hasta principios de los años noventa, cuando 
la gobernadora de aquel entonces, Dulce María 
Sauri (1991-1993), liquidó la empresa paraestatal 
Cordemex, encargada de la industrialización del 
henequén, y jubiló a los campesinos que se benefi-
ciaban de los subsidios que daba el gobierno a cam-
bio del cultivo de la fibra. Para los habitantes de 
Homún, el fin del henequén dio paso a un largo 
periodo de desempleo y migración:
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La gente trabajaba de lunes a viernes en el hene-

quén […], pero el nailon del petróleo desplazó al 

henequén […]; la gente se quedó sin qué hacer. 

Al principio estaban felices porque les dieron una 

liquidación, pero se acabó rápido. La gente se em-

pezó a ir a trabajar a Mérida, Cancún, pocos se fue-

ron al extranjero. Se quedó el pueblo abandonado, 

no había nadie. Como 20 años estuvimos así, la 

gente sobrevivía nomás (entrevista con cenotero 

de Homún, Mérida, agosto de 2019).

Con el paso de los años, mediante la adopción de un 
nuevo emprendimiento económico, Homún dejó 
de ser el pueblo fantasma que se recuerda en este 
testimonio para convertirse en un punto turístico 
importante en Yucatán. Fue en 2010 cuando, entre 
algunos miembros del municipio, surgió la “inquie-
tud por los cenotes”. Los cenotes son piscinas natu-
rales de agua cristalina formadas hace millones de 
años como producto de la erosión de roca caliza y se 

encuentran dentro de cavernas o en áreas abiertas. 
Debido a su ubicación dentro de la reserva geohi-
drológica del anillo de cenotes, se estima que en 
Homún existen cerca de 300 de ellos.

Un grupo de emprendedores homunenses, al 
ver que otras comunidades abrían sus cenotes al tu-
rismo, entendieron que, debido a la difícil situación 
económica del pueblo, la explotación de cenotes 
representaba una alternativa de desarrollo: “¿por 
qué agarramos la libertad para entrar al cenote? 
Porque el henequén se acabó, porque el mismo go-
bierno arrancó y lo llevaron a Tanzania o a Brasil, 
cuando entró el libre comercio, el gobierno hizo 
pacto con otros gobiernos, cuando ellos comenza-
ron a producir. Nos mató con nuestra misma arma” 
(entrevista con cenotero de Homún, Mérida, agosto 
de 2019).

Sin embargo, la decisión de abrir los cenotes 
para el uso turístico implicó cambios en los patro-
nes culturales de la vida del municipio. Los cenotes 

Josafat Ortíz  Granja porcina en Homún, Yucatán, 23 de octubre del 2021.
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eran considerados por muchos como lugares sagra-
dos a los cuales no cualquiera podía acceder. En las 
entrevistas se señala que los abuelos inculcaban res-
peto y miedo a los cenotes: “no cualquiera entraba 
a los cenotes, había que purificarse, pedir permiso. 
Para eso había personas indicadas, esas personas son 
curanderos o chamanes” (entrevista con cenotero de 
Homún, Mérida, agosto de 2019); “nuestros abue-
los nos decían que los cenotes son lugares especiales. 
Cuando uno entra mal, nos pasa algo. Hay que en-
trar con respeto, porque no es tuyo” (entrevista con 
joven activista maya, Mérida, agosto de 2019).

Con el paso de los años, las personas han ido 
transformado su relación con los cenotes. En la ac-
tualidad existen 13 paradores turísticos en los cua-
les los visitantes pueden disfrutar del atractivo de 
estas piscinas naturales. En Homún, las tierras son 
de uso común, pero se considera que cada ejida-
tario es dueño de los cenotes que se ubican en sus 
parcelas, de manera que la administración comu-
nitaria no los abarca. Ello no ha impedido que se 
redistribuyan las ganancias generadas por esta nueva 
industria. En alianza con los posesionarios de los 
cenotes —conocidos como “cenoteros”—, cerca 
de 300 jóvenes trabajan como guías turísticos o en 
el servicio de transporte, y se abrieron restauran-
tes para atender a los visitantes, así como rentas de 
equipos para natación, hospedajes, etc. De acuerdo 
con los testimonios de los entrevistados, Homún 
cambió mucho desde que comenzó la explotación 
de cenotes: “ahora hay dos farmacias. ¿Eso qué 
quiere decir? Que hay flujo económico” (entrevista 
con cenotero de Homún, Mérida, agosto de 2019), 
“ahorita, Homún no va a pedir nada al gobierno 
[…]; en cuatro o cinco años Homún ha logrado au-
toemplearse” (entrevista con joven activista maya, 
Mérida, agosto de 2019).

Por la importancia ecológica del anillo de ce-
notes, en octubre de 2013 el gobierno de Yucatán 
expidió el Decreto de Anillo de Cenotes, que ade-
más de declarar área natural protegida a Homún y 

otros municipios aledaños, reconoció el gran po-
tencial para el desarrollo turístico sustentable en la 
zona y relacionó estas actividades con el cuidado 
y la preservación de los cenotes, así como de las 
cuevas y grutas características de esos ecosistemas 
(Llanes, 2019). En esta misma línea, algunas agen-
cias estatales, como la Comisión Nacional para el 
Desarrollo de los Pueblos Indígenas y la Secretaría 
de Desarrollo Urbano y Medio Ambiente (Seduma), 
apoyaron la iniciativa ecoturística de Homún con 
recursos y asesoría técnica. A pesar de ello, a fina-
les de 2016 el ayuntamiento autorizó el cambio de 
uso de suelo para la instalación de una megagranja 
porcícola sin informar a la población. Algunos ha-
bitantes se percataron de que se estaban realizando 
obras dentro del municipio y en un principio cre-
yeron que se trataba de una carretera hacia una la-
guna cercana para promover el turismo. Cuando se 
dieron cuenta de que las intenciones de la empresa a 
cargo de las obras eran otras, acudieron a la oficina 
del presidente municipal para averiguar qué tipo de 
proyecto se estaba ejecutando, pero no obtuvie-
ron respuesta. Un grupo de cenoteros decidió ir a 
Mérida para averiguar el objetivo de las obras. Allí se 
enteraron de que la empresa Papo había empezado 
la construcción de un megaproyecto porcícola desti-
nado a la crianza de 49 000 cerdos, además de que el 
permiso de operaciones había sido autorizado por 
el propio presidente municipal, sin que esta decisión 
hubiera sido refrendada por el cabildo municipal.

En opinión de pobladores de Homún y di-
versos especialistas en materia ambiental, un pro-
yecto con esas características representa un peligro 
inminente para el agua de los cenotes, al mismo 
tiempo que podría impactar en forma negativa en 
el ecoturismo de la zona (Velásquez, 2017).5 A decir 

5	 Algunas estimaciones indican que más de 40% del agua 
de Mérida proviene del anillo de cenotes (González Ortega, 
2018).



Mitos y realidades sobre la autoconsulta indígena en Yucatán: el caso del municipio maya de Homún 39

del grupo opositor al proyecto, la autorización mu-
nicipal presentaba una serie de irregularidades entre 
las cuales destacaba la falta de sustento científico 
en la Manifestación de Impacto Ambiental (mia; 
Vega, 2018). A pesar de que la mia fue aprobada por 
la Seduma, los entrevistados afirman que no cum-
plía con los requisitos necesarios para su validez, en 
tanto que fue realizada por una profesional no capa-
citada para tal fin: “no es que [la mia] no pueda ha-
cerla una dentista, sino que no tiene la preparación 
adecuada, no tiene ningún conocimiento sobre el 
tema” (entrevista con joven activista maya, Mérida, 
agosto de 2019). De manera adicional, la mia consi-
deró que Homún no era un pueblo indígena, por lo 
tanto, no se realizó consulta previa.

Asesorados por la organización de defensa 
de derechos humanos Indignación, varios cenote-
ros decidieron formar el colectivo Ka’anan Ts’onot 
—“guardianes de los cenotes”—, con el objeto de 
hacer frente al proyecto porcícola. Diferentes re-
cursos legales ante instancias tanto estatales como 
federales fueron interpuestos para frenar la construc-
ción de la granja. Por su parte, la empresa declaró 
públicamente que sus actividades generaban 7 000 
empleos directos en sus más de 100 granjas y pro-
ducían 261 000 ton de carne de cerdo al año, que se 
exportaban a Canadá, Estados Unidos, Chile, China, 
Corea, Japón y Singapur. Asimismo, negó que sus 
operaciones generaran contaminación del agua, ya 
que todas sus instalaciones tenían plantas de trata-
miento de aguas residuales con la más avanzada tec-
nología, tal como lo habían comprobado la Seduma 
y la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente 
en reiteradas ocasiones (Lliteras, 2017).

De la misma forma, representantes del gobierno 
de aquel momento corroboraron que la granja de cer-
dos contaba con una planta de tratamiento de aguas ca-
paz de prevenir la contaminación del recurso hídrico. 
Incluso señalaron que la megagranja en Homún era 
importante porque sentaba un precedente para que 
otras granjas porcícolas tuvieran el mismo cuidado en 

sus operaciones en el futuro (entrevista con ex fun-
cionario de la Seduma, Mérida, agosto de 2019). Sin 
embargo, los cenoteros manifestaron su desconfianza 
frente a las garantías ofrecidas:

El terreno [de la región] es muy permeable. Todo 

se filtra. Las granjas hacen lagunas de oxidación. 

Nosotros sabemos que en otros pueblos hay mal 

olor. Sabemos que ellos no tienen cuidado con el 

manejo de todo eso. Sabemos que hay mucha co-

rrupción, vienen a inspeccionar y le das su mocha 

y ponen que está bien. Como nosotros ya lo sabe-

mos, seguimos peleando […]. Sobre todo, por el 

agua, es inevitable acá que se vaya todo abajo. Si 

hay un huracán, qué va a pasar con esas lagunas de 

oxidación (entrevista con cenotero y con mujer ha-

bitante de Homún, miembro del colectivo Ka’anan 

Ts’onot, Homún, Mérida, agosto de 2019).

LA AUTOCONSULTA INDÍGENA DE HOMÚN

Como parte de la estrategia de movilización, ade-
más de los recursos legales interpuestos, Ka’anan 
Ts’onot y el equipo de Indignación anunciaron que 
se llevaría a cabo una autoconsulta para que fuera el 
mismo pueblo el que decidiera sobre el proyecto. 
El grupo organizador de este proceso consideró que 
el gobierno municipal no había actuado en con-
formidad con los intereses del pueblo. Frente a la 
pérdida de legitimidad de la decisión municipal 
que aprobó la granja, Ka’anan Ts’onot, asesorado 
por Indiganción, optó por reivindicar su condición 
de pueblo indígena maya con autonomía sobre sus 
territorios. En este sentido, acordaron que debían 
consultarse ellos mismos en ausencia de una con-
sulta previa implementada por el gobierno. Este 
anuncio se hizo junto con varias movilizaciones y 
protestas contra la granja.

El 8 de octubre de 2017 se celebró la auto-
consulta, en la que participaron miembros de la 
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cabecera municipal. Los organizadores procura-
ron cumplir con los estándares reconocidos en 
el Convenio 169 de la oit (entrevistas con abo-
gada del Centro de Ciencias Jurídicas y Sociales, 
Ciudad de México, julio de 2019, y con joven ac-
tivista maya, Mérida, agosto de 2019). Se invitó a 
autoridades de la Secretaría de Medio Ambiente 
y Recursos Naturales y de la Seduma, pero éstas 
no acudieron al evento; también se invitó a los re-
presentantes de la empresa. Asistieron un notario 
público, representantes de distintos pueblos ma-
yas de la península —concejales del Pueblo Maya 
de Yucatán, del Concejo Indígena de Gobierno  
y del Congreso Nacional Indígena—, la Unión de 
Pobladores y Pobladoras en Defensa de la Tenencia 

de la Tierra y los Recursos Naturales de Chablekal, 
y otras organizaciones. Además, estuvieron los ase-
sores jurídicos de Indignación, observadores del 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
y la policía municipal y estatal coordinada. Para la 
fase de deliberación se instalaron dos urnas en la plaza 
principal durante casi todo el día: 772 habitantes 
votaron contra el proyecto, frente a 52 que dijeron 
que sí, y hubo cinco votos nulos. En total, votaron 
784 personas de un total de 4 000 registradas en el 
padrón electoral del municipio. Estos resultados 
fueron presentados ante el gobernador del estado, 
Rolando Zapata Bello (2012-2018), como mues-
tra de que el pueblo habría decidido rechazar el 
proyecto.

Sharon Hahn Darlin en Wikimedia Commons  Cenote en Homún, Yucatán, 21 de abril de 2021.
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Este evento fue precedido por un proceso 
organizativo de varios meses, encabezado por los 
cenoteros y el equipo de Indignación. En un prin-
cipio, muchos pobladores de Homún se manifesta-
ron indiferentes a la lucha contra la granja, mientras 
que algunos grupos afines al presidente municipal 
apoyaban el proyecto bajo el argumento de la crea-
ción de empleos. Muchas personas veían al colec-
tivo Ka’anan Ts’onot como únicamente preocupado 
por sus intereses económicos. Además, varios de los 
cenoteros ocuparon en su momento el cargo de pre-
sidentes municipales y ello generaba desconfianza 
entre algunos sectores, lo cual se sumaba al hecho de 
que tres de estos presidentes municipales recibieron 
cuantiosos apoyos de la Comisión Nacional para el 
Desarrollo de los Pueblos Indígenas para construir 
sus paradores turísticos, lo que los colocaba en una 
situación muy vulnerable frente a las acusaciones de 
corrupción esgrimidas por sus detractores. Sin em-
bargo, con el transcurso de las semanas, los jóvenes 
que trabajan como guías turísticos o transportistas, 
junto con sus familias, empezaron a asistir a las reu-
niones preparatorias para la autoconsulta (entrevista 
con mujer habitante de Homún, miembro del co-
lectivo Ka’anan Ts’onot, Homún, Mérida, agosto 
de 2019). Según testimonios de nuestros entrevis-
tados, centrar el conflicto en torno a la calidad del 
agua fue determinante para lograr que más personas 
percibieran que la granja no sólo era un problema 
de los cenoteros sino que afectaría negativamente a 
toda la población.

LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA  

DE LA MEGAGRANJA PORCÍCOLA

A pesar de los resultados de la autoconsulta, el pro-
yecto no se detuvo. En mayo de 2018, el titular de la 
Seduma, Eduardo Batllori Sampedro, aseguró que 
la construcción de la granja porcícola continuaría 
y que, aunque existían recursos legales interpuestos 

en contra, el proyecto no había sido suspendido 
(Diario de Yucatán, 2018). A finales de septiembre de 
2018, en medio del descontento de los opositores, 
la granja se inauguró. No obstante, el 9 de octubre 
de ese mismo año, la jueza del Cuarto Distrito del 
Estado de Yucatán declaró la suspensión definitiva 
de la granja porcícola. La decisión judicial de sus-
pensión se debió a que meses antes el equipo de 
Indignación, en representación de los niños y niñas 
del municipio de Homún, interpuso un recurso de 
amparo contra el presidente municipal, la Seduma 
y el gobernador del estado por afectación de su de-
recho humano a gozar de un medio ambiente sano. 
El juzgado consideró que las pruebas presentadas 
por las partes demostraban que la empresa no había 
cumplido con garantizar plenamente que el agua no 
sería contaminada.

En su sentencia, el juzgado consideró el interés 
de la sociedad de que se conserve un medio am-
biente libre de contaminación, saludable e idóneo 
para que sus habitantes menores de edad lleven una 
vida digna. Se amparó en la Constitución, que es-
tablece que es interés superior de la nación que sus 
niños se desarrollen libre y sanamente.6 Asimismo, 
se amparó en los principios de la Declaración de Río 
sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, que señala 
que los Estados deben prevenir cualquier peligro 
de daño grave o irreversible y que la falta de cer-
teza científica absoluta no debe utilizarse como ra-
zón para postergar la adopción de medidas eficaces 
para impedir la degradación del medio ambiente 
(Cuarto Distrito del Estado de Yucatán, 2018). 

6	 El texto completo señala: “existe un interés en la sociedad 
de que se conserve un medio ambiente libre de conta-
minación, saludable e idóneo para que los habitantes de 
determinada población lleven una vida digna [...] en par-
ticular sus pobladores menores de edad, ya que incluso la 
Constitución establece que es interés superior de la nación 
que sus niños se desarrollen libre y sanamente y tengan 
asegurado un futuro digno” (Matos, 2018).
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La estrategia de Indignación, de plantear el recurso 
en nombre de los niños y niñas de Homún, habilitó 
al juzgado para resolver sobre el contenido de los 
derechos en juego de manera integral y dictar la 
medida cautelar (entrevista con abogado del Cuarto 
Distrito del Estado de Yucatán, Mérida, agosto de 
2019). Algunos entrevistados señalaron que si bien 
la empresa no acató de inmediato la orden del juz-
gado y hubo intentos por quedarse en Homún, fi-
nalmente la granja fue desinstalada (entrevistas con 
cenoteros y con mujer habitante de Homún, miem-
bro del colectivo Ka’anan Ts’onot, Homún, Mérida, 
agosto de 2019).

Los efectos de la autoconsulta fuera  
y dentro del municipio de Homún

Para retomar las preguntas que se plantearon al 
comienzo del artículo, sobre cómo impactan las 
autoconsultas en las decisiones estatales sobre los 
megaproyectos en territorios indígenas, el caso de 
Homún no ofrece evidencia de que los resultados de la 
autoconsulta hayan estado directamente vinculados a 
la suspensión del proyecto por el Poder Judicial. En 
cambio, la evidencia indica que la megagranja por-
cícola en tierras mayas se detuvo gracias a la estra-
tegia legal planteada por el equipo de Indignación, 
centrada en la defensa de los derechos de los niños 
y niñas de Homún. Diversos recursos legales fueron 
interpuestos, tanto por la falta de consulta previa 
como para lograr el reconocimiento judicial de la 
autoconsulta (entrevista con abogado defensor de los 
derechos indígenas, Mérida, agosto de 2019),7 pero 
ninguno de éstos tuvo éxito.

El juzgado que concedió el recurso deter-
minó que debido a la falta de certeza sobre los 
impactos que el proyecto porcícola podría tener 
en los derechos de una población vulnerable, como 
la de los niños y niñas de la municipalidad, la granja 
debía ser suspendida de manera definitiva. Si bien en 

las motivaciones de la sentencia se menciona la falta 
de consulta previa por parte del Estado como un in-
dicador de la ausencia de buena fe de la parte acusada, 
la autoconsulta indígena de Homún no se reconoce 
ni explícita ni implícitamente en la sentencia, lo cual 
no significa que no haya tenido impactos significati-
vos en el conflicto que aquí se analiza.

¿Qué efectos tienen las autoconsultas en el 
interior de las comunidades indígenas? Sobre los 
efectos de las autoconsultas en Guatemala, Jennifer 
Costanza (2015) señala que éstos tienen lugar en las 
subjetividades de los participantes, pues, pese a que 
estas consultas no han servido para bloquear pro-
yectos no deseados, han contribuido a transformar 
la manera en la que las personas conciben su iden-
tidad, sus derechos y su relación con el Estado. Este 
fenómeno se aprecia con claridad en los testimo-
nios recogidos en Homún: “hasta antes del proceso,  
yo no sabía que teníamos derecho como pueblo 
maya; con la lucha, con Indignación, se aprenden 
muchas cosas” (entrevista con mujer habitante  
de Homún, miembro del colectivo Ka’anan Ts’onot, 
Homún, Mérida, agosto de 2019). En efecto, uno 
de los primeros obstáculos que enfrentan los defen-
sores de los derechos indígenas en los municipios 
de Yucatán es que las personas no se autoidentifican 
como indígenas. A decir de un joven activista, la cul-
tura maya permea la vida de la península, la lengua 
está viva, así como muchas prácticas culturales; sin 
embargo, hasta hace muy poco las personas todavía 
no se definían como miembros de un pueblo indí-
gena (entrevista con joven activista maya, Mérida, 
agosto de 2019).

7	 En ambos casos, los jueces no se pronunciaron sobre el 
fondo de la demanda. La primera demanda fue desestima-
da por vicios de forma y en la segunda se consideró que la 
autoridad administrativa debía atender el derecho de pe-
tición de los demandantes pero no se pronunció sobre la 
autoconsulta.
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Las formas de gobierno basadas en asambleas 
comunitarias y sistemas de usos y costumbres, ex-
tendidas en regiones como Oaxaca, son práctica-
mente inexistentes en esta zona, a pesar de su fuerte 
componente étnico. Los municipios se gobiernan 
desde la presidencia municipal y se rigen por la nor-
mativa estatal. Si bien existen tierras de uso común y 
un comisariado ejidal, ni los representantes agrarios 
ejidales ni los presidentes municipales sirven como 
contrapeso para las decisiones estatales sobre los te-
rritorios indígenas (entrevista con abogado defensor 
de los derechos indígenas, Mérida, agosto de 2019). 
Por el contrario, los ejidatarios muchas veces nego-
cian las tierras ejidales con empresarios que buscan 
implementar diferentes proyectos, en perjuicio del 
resto de los miembros de la comunidad (Torres-
Mazuera, Fernández y Gómez, 2018).

Entonces, en un escenario que favorece el des-
pojo de tierras indígenas, el hecho de que las perso-
nas que habitan los municipios se autodefinan como 
miembros del pueblo maya, y en tal sentido, co- 
mo sujeto colectivo de derechos, es un paso impor-
tante en el fortalecimiento de la toma de decisiones 
en el ámbito local. Si bien los resultados de la auto-
consulta parecen haber pasado desapercibidos para 
diversas instancias estatales, en palabras de uno de los 
miembros del equipo de Indignación: “muchas veces 
se gana perdiendo”. De acuerdo con esta misma per-
sona, el conflicto habría servido para reflexionar sobre 
los derechos que tienen los homunenses como pueblo 
originario: “ese proceso, a ellos, les da el impulso de 
seguir adelante” (entrevista con abogado defensor 
de los derechos indígenas, Mérida, agosto de 2019).

Para aquellos que se movilizaron y salieron a 
votar en contra de la granja, el proceso organizativo 
previo marcó un precedente en la historia del muni-
cipio. La autoconsulta, entonces, sería la expresión 
de un proceso organizativo que se desencadenó a 
raíz de la entrada de la empresa, pero cuyos orígenes 
se encuentran en el modelo económico puesto en 

marcha por los cenoteros desde hace una década. 
Homún nunca había protagonizado un conflicto 
por el control de sus recursos. No existen autori-
dades indígenas en el municipio, por lo tanto, de 
acuerdo con el testimonio de uno de los organiza-
dores de la autoconsulta, ésta habría sido la primera 
vez que los homunenses asistieron a votar sin que 
mediaran afiliaciones a partidos políticos (entrevista 
con cenotero de Homún, Mérida, agosto de 2019). 
Esto solo ya da cuenta de la aparición de un modelo 
organizativo novedoso para ellos, que se relaciona 
con la toma de decisiones sobre recursos territoria-
les y sirve de contrapeso a las facultades del gobierno 
municipal.

Tal como evidencian los estudios realizados 
en Guatemala, las consultas indígenas han servido 
para que un creciente número de municipios, co-
munidades y organizaciones de derechos humanos 
converjan en un movimiento unificado, basado en 
una misma identidad cultural, con la finalidad de 
demandar el control sobre tierras y recursos natura-
les (Costanza, 2015). Este fenómeno ha sido confir-
mado por los estudios realizados en Yucatán, donde 
la lucha contra la soya transgénica produjo la rear-
ticulación de la identidad maya en las comunidades 
afectadas por este cultivo y sentó las bases para un 
nuevo debate en torno al tipo de desarrollo agrope-
cuario más adecuado para las comunidades mayas 
(Torres-Mazuera, 2018).

De manera similar, Homún y otros pueblos 
aledaños, como Chablekal y Kimbilá, que han pa-
sado por experiencias parecidas de defensa territo-
rial, experimentan una nueva forma de organizarse 
y participar en las decisiones que les afectan. Aún es 
muy pronto para anticipar los efectos a largo plazo 
que respuestas locales como la autoconsulta, en 
el marco de conflictos por los recursos naturales, 
tendrán en la península. Lo cierto es que varios de 
estos municipios exhiben hoy una bandera maya 
como símbolo de indigenidad. Así, la consigna 
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de “acá manda el pueblo” ha quedado grabada en 
el discurso de personas afines al grupo opositor a 
la granja.

El control del territorio y la protección 
ambiental: ¿dos caras de una misma moneda?

Es frecuente que proyectos de desarrollo ecológi-
camente controvertidos se establezcan en tierras 
habitadas por poblaciones indígenas. Ello ha ge-
nerado lo que algunos autores han denominado la 
“etnificación” del conflicto socioambiental (Martí y 
Delamaza, 2018). Este fenómeno contribuye a que 
algunos de los sectores movilizados en contra de 
proyectos potencialmente destructivos fusionen sus 
demandas por el reconocimiento de los derechos de 
los pueblos indígenas con demandas sobre la protec-
ción del medioambiente (Torres, 2019).

La fusión entre derechos indígenas y medio 
ambiente podría ser considerada efecto de una vi-
sión esencialista de los grupos indígenas, que les 
atribuye comportamientos y actitudes ecologistas 
debido a su pertenencia étnica (Warren, 1992). No 
obstante, sin necesidad de esencializar a las pobla-
ciones originarias, la corriente del ambientalismo 
de los pobres señala que las poblaciones locales 
presentan actitudes defensivas sobre su entorno 
ambiental porque sus recursos naturales son fun-
damentales para su subsistencia (Martínez Allier, 
2009). De acuerdo con esta línea de pensamiento, 
una mayor participación de aquellos grupos que po-
seen un conocimiento inmediato del entorno, junto 
con sesiones participativas más íntimas, permitiría 
a los participantes educarse los unos a los otros con 
la finalidad de llegar a acuerdos que reflejen inte-
reses colectivos a largo plazo, en vez de decantarse 
por intereses individuales más inmediatos (Baber y 
Bartlett, 2005; Doherty y De Geus, 1996).

Los participantes en la autoconsulta decidie-
ron votar contra la granja luego de varios meses de 

reuniones y discusión acerca de los impactos del pro-
yecto. En estos espacios, los miembros de Ka’anan 
Ts’onot y de Indignación difundieron la informa-
ción existente y los asistentes llegaron a conclusiones 
comunes sobre los efectos ambientales negativos del 
proyecto porcícola. No se puede obviar el hecho de 
que las personas que salieron a votar y participaron 
de manera más activa en la lucha contra la granja de 
cerdos fueron en su mayoría jóvenes vinculados a la 
economía ecoturística y sus familiares, ya que, en 
el caso de Homún, proteger los cenotes y la calidad 
del aire del municipio era vital para mantener el 
atractivo para los turistas (entrevista con mujer ha-
bitante de Homún, miembro del colectivo Ka’anan 
Ts’onot, Homún, Mérida, agosto de 2019). El 
agua de los cenotes y un ambiente agradable para el  
ecoturismo son elementos centrales para la eco-
nomía local y se vieron amenazados por la granja 
porcícola, esto detonó el rechazo de los cenoteros, 
que luego se expandió a un sector más amplio de la 
población del municipio, afianzándose con ello  
la participación local.

También es cierto que existen otros casos en 
los que los propios grupos indígenas se embar-
can en actividades ecológicamente controverti-
das, como la minería (Perreault, 2014). Asimismo, 
existen comunidades que se oponen a proyectos 
considerados deseables por un sector importante 
del ecologismo global, como los parques eólicos, 
porque atentan contra el uso tradicional de sus te-
rritorios. Entonces, si bien la lucha contra un pro-
yecto de cuestionable viabilidad ecológica, como la 
megagranja porcícola, por el momento se ha ganado 
en los tribunales de Yucatán, debido a su potencial 
afectación ambiental, no hay que perder de vista que 
la lucha de los cenoteros fue, en lo fundamental, para 
que los homunenses fueran quienes decidieran so-
bre sus propias prioridades de desarrollo. Tal como 
lo detallan los activistas que acompañaron esta lu-
cha, su objetivo central era que se respetara la de-
cisión del pueblo, no el medio ambiente (entrevista  
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con joven activista maya, Mérida, agosto de 2019). 
En este sentido, la lógica primordial del proceso 
organizativo que se decantó en la autoconsulta del 
8 de octubre de 2017 se enmarca en la reivindica-
ción de lo local como espacio legítimo de toma de 
decisiones (Walter y Urkidi, 2015).

Desafortunadamente, este tipo de conflictos 
muchas veces invisibiliza el hecho de que son los 
gobiernos y no los pueblos indígenas los que tienen 
la obligación principal de garantizar un medio am-
biente sano. Se normaliza el hecho ilegal de que los 
gobiernos promuevan o aprueben proyectos poten-
cialmente destructivos en términos ambientales y se 
da por sentado que los pueblos indígenas se opongan 
a estos proyectos en aras de proteger la naturaleza. 
En este caso de estudio, el gobierno, en sus tres nive-
les, tiene la obligación de destinar recursos suficientes 
para proteger el anillo de cenotes y los ecosistemas 

asociados. Promover alternativas económicas in-
compatibles con esta obligación, además de aten- 
tar contra los derechos económicos de la población 
local directamente relacionada con los recursos natu-
rales, amenaza su derecho —y el nuestro— a un me-
dio ambiente sano. El Tribunal del Cuarto Juzgado 
Administrativo del Estado así lo ha entendido; no 
obstante, además de que este pronunciamiento po-
dría ser revocado en un futuro no muy lejano, es-
tamos aún muy lejos de que este tipo de fallos sean 
comunes en México y el resto de Latinoamérica.

Conclusiones

En este artículo, a partir de un estudio de caso, se 
han analizado los efectos político-territoriales de la 
autoconsulta indígena en conflictos por el control 

David Escalante Euán  Área de Humún, Yucatán, 27 de diciembre de 2019.
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de recursos naturales. En relación con la utilidad de 
este instrumento para la suspensión de proyectos 
no deseados en territorios indígenas, la evidencia 
del caso de Homún sugiere que no hay una relación 
directa entre la autoconsulta y el pronunciamiento 
judicial que finalmente detuvo las operaciones de la 
granja porcícola, sino que fue la estrategia legal lle-
vada a cabo por el equipo de Indignación, centrada 
en la afectación de los derechos de los niños y niñas 
de Homún, lo que obtuvo el respaldo del tribunal. 
Sin embargo, el proceso autoconsultivo derivado 
del conflicto tuvo efectos en el interior de Homún. 
Estos efectos se observan en la alteración de la forma 
en la que los participantes conciben su derecho a 
decidir sobre sus recursos territoriales en contraposi-
ción a las atribuciones que el Estado históricamente 
ha tenido sobre éstos.

Entonces, aunque los tribunales no hayan re-
conocido valor legal a la autoconsulta de Homún, la 
decisión de un sector de la población de oponerse 
a un proyecto que pudiera amenazar sus recursos 

naturales alegando derechos territoriales ha marcado 
un precedente en este municipio. Ello evidencia un 
proceso de fortalecimiento local en la toma de deci-
siones sobre sus recursos, aunque los alcances de este 
fortalecimiento, en una zona carente de tradición 
histórica por la defensa del territorio, son difíciles 
de anticipar. Por otra parte, el caso de Homún su-
giere que en ocasiones la autoconsulta indígena coin-
cide con la protección de recursos naturales valiosos, 
como el agua, aunque también es cierto que existen 
muchos otros casos en los que las demandas terri-
toriales indígenas no coinciden con los objetivos de 
las organizaciones ambientalistas. Todo ello debe ser 
considerado, precisamente, porque no se debe perder 
de vista que son los gobiernos, no los pueblos indí-
genas, los que están obligados a promover, proteger 
y garantizar un medio ambiente sano para la ciuda-
danía. Esto incluye la obligación de no aprobar ni 
tolerar proyectos nocivos para el medio ambiente o 
proyectos sobre los cuales no exista certeza sobre su 
impacto ambiental. 
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